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R E S O L U C I Ó N 
 
Visto el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 02340/ITAIPEM/IP/RR/A/2009, 
promovido por [-----------------------------], en lo sucesivo EL RECURRENTE, en contra de la falta 
de respuesta del AYUNTAMIENTO DE CHALCO, en lo sucesivo EL SUJETO OBLIGADO, 
se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes: 
 
 

A N T E C E D E N T E S 
 

I.- FECHA DE SOLICITUD E INFORMACIÓN REQUERIDA POR EL RECURRENTE. Con 

fecha 05 cinco de noviembre del año 2009, EL RECURRENTE presentó a través del Sistema de 
Control de Solicitudes de Información del Estado de México, en lo sucesivo EL SICOSIEM ante EL 
SUJETO OBLIGADO, solicitud de acceso a información pública, mediante la cual solicitó le fuese 

entregado a través del sistema automatizado mencionado, lo siguiente 
 

“SOLICITO COPIA CERTIFICADA DEL CURRICULUM DEL PRESIDENTE MUNICIPAL, DIRECTORES, 

SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO, Y EL CONTRALOR INTERNO, DE ESTA ADMINISTRACIÓN.” (Sic) 

 
La solicitud de acceso a información pública presentada por EL RECURRENTE, fue registrada en EL 
SICOSIEM y se le asignó el número de expediente 00142/CHALCO/IP/A/2009. 
 

 MODALIDAD DE ENTREGA: Vía COPIA CERTIFICADA. 
 

 

II.- FECHA DE RESPUESTA Y CONTENIDO DE LA MISMA. Es el caso que EL SUJETO 

OBLIGADO NO dio respuesta a la solicitud planteada ni vía electrónica ni por algún otro medio. 
 

 

III.- FECHA, MOTIVOS Y ACTOS IMPUGNADOS EN LA PRESENTACIÓN DEL 

RECURSO DE REVISIÓN. Inconforme con la falta de respuesta de EL SUJETO OBLIGADO, 

con fecha 10 diez de Diciembre del año 2009 interpuso Recurso de Revisión, en el cual manifestó 
como Acto Impugnado el siguiente: 
 

“SOLICITÉ COPIA DEL CURRICULUM DEL PRESIDENTE MUNICIPAL Y DEMÁS FUNCIONARIOS DEL 

AYNTAMIENTO.” (Sic) 

 
RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD: 
 

“NO HAY CONTESTACIÓN” (Sic) 

 
El Recurso de Revisión presentado fue registrado en EL SICOSIEM y se le asignó el número de 
expediente 02340/ITAIPEM/IP/RR/A/2009. 
 

IV.- PRECEPTOS LEGALES QUE ESTIME EL RECURRENTE INFRINGIDOS POR EL 

SUJETO OBLIGADO. En el recurso de revisión no se establecen preceptos legales que estime 
violatorios en ejercicio de su derecho de acceso a la información u otros derechos reconocidos por el 
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marco constitucional o legal aplicable en el Estado de México, no obstante esta circunstancia, este 
Instituto entra al análisis del presente recurso, toda vez, que EL RECURRENTE no está obligado a 

conocer la norma jurídica específica que se estima se viola, siendo ello tarea de este órgano colegiado, 
bajo la máxima que el recurrente expone los hechos y al Instituto le corresponde conocer y a aplicar el 
derecho. 
 

V.- FECHA DE RECEPCIÓN Y CONTENIDO DEL INFORME DE JUSTIFICACIÓN DEL 

SUJETO OBLIGADO. Es el caso que EL SUJETO OBLIGADO, no presentó ante este Instituto 
Informe de Justificación a través de EL SICOSIEM, ni por ningún otro medio. 

 

VI.- El recurso 02340/ITAIPEM/IP/RR/A/2009 se remitió electrónicamente al Instituto de 

Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y con fundamento en el artículo 75 de la 
Ley de la materia se turnó, a través de EL SICOSIEM, al Comisionado FEDERICO GUZMÁN 
TAMAYO, a efecto de que éste formulara y presentara el proyecto de resolución correspondiente. 
 
Con base a los antecedentes expuestos y estando debidamente instruido el procedimiento en sus 
términos, se encuentra el expediente en estado de resolución, y 

 
 

C O N S I D E R A N D O 
 

PRIMERO.- Competencia de este Instituto. Que en términos de lo previsto por el 

artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como en los 

artículos 1, 56, 60 fracciones I y VII, 70, 71 fracción I, 72, 73, 74, 75, 75 Bis y 76 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Instituto 

es competente para conocer del presente Recurso de Revisión. 

 
 

SEGUNDO.- Presentación en tiempo del recurso. Desde la perspectiva de esta Ponencia, 

el Recurso de Revisión fue presentado oportunamente, atento a lo siguiente: 
 

El artículo 46 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y 

Municipios, establece: 

 
Artículo 46.- La Unidad de información deberá entregar la información solicitada, dentro de los quince días 

hábiles contados a partir del día siguiente a la presentación de la solicitud. Este plazo podrá ampliarse hasta 

por otros siete días hábiles, siempre que existan razones para ello, debiendo notificarse por escrito al 

solicitante. 

 

En consonancia con lo anterior, y en tratándose de inactividad formal por parte de EL SUJETO 

OBLIGADO, es que debe estimarse lo establecido en el artículo 48 y 72 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y Municipios, en su párrafo tercero 

establece lo siguiente: 

 
Artículo 48.- … 

… 

Cuando el sujeto obligado no entregue la respuesta a la solicitud dentro del plazo previsto en la ley, la solicitud 

se entenderá por negada y el solicitante podrá interponer recurso de revisión previsto en este ordenamiento. 
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De los preceptos aludidos debe entenderse que se determinan varios aspectos a saber: 

 

1º) Que en el caso de que vencido el plazo para dar respuesta por parte del SUJETO 
OBLIGADO este fuera omiso o no diera respuesta, se determina que debe entenderse 

por negada la información, es decir se prevé lo que en el ámbito jurídico se conoce como 

NEGATIVA FICTA. 

2º) Se establece la facultad o derecho del solicitante o interesado para impugnar dicha 

omisión o silencio administrativo. 
 

Por lo que en el caso en particular, y en consideración a que el primer día del plazo para que EL 

SUJETO OBLIGADO hiciera contestación a la solicitud fue el día 06 seis de noviembre de 2009 

Dos Mil Nueve, de lo que resulta que el plazo de 15 quince días hábiles vencería el día 27 
veintisiete de Noviembre del presente año 2009 dos mil nueve. Ahora bien se señala que este 

plazo se podrá prorrogar hasta por siete días más, siempre y cuando existan razones para ello, 

debiendo notificarse por escrito al solicitante, y es el caso que nos ocupa que no hubo solicitud de 

prórroga alguna. Por lo tanto a la fecha el plazo ha transcurrido sin que EL SUJETO 

OBLIGADO haya realizado su contestación, por lo que resulta oportuno el derecho del 
RECURRENTE para promover la presente impugnación ante el silencio u omisión administrativa 

del SUJETO OBLIGADO. 
 
 

TERCERO.- Legitimación del recurrente para la presentación del recurso. Que al entrar 

al estudio de la legitimidad de EL RECURRENTE e identidad de lo solicitado, encontramos que se 

surten ambas, toda vez que según obra en la información contenida en el expediente de mérito, se 

trata de la misma persona que ejerció su derecho de acceso a la información y la persona que presentó 
el Recurso de Revisión que se resuelve por este medio; de igual manera, lo solicitado y el acto 

recurrido, versan sobre la misma información, por lo que se surte plenamente el supuesto previsto por 
el artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México. 
 
 

CUARTO.- Requisitos de procedibilidad. Que una vez valorada la legitimidad del 

promovente, corresponde ahora revisar que se cumplan con los extremos legales de 
procedibilidad del presente recurso. Así, en primer término, conforme al artículo 71 de la Ley de 

la materia, se dispone que: 

 
Artículo 71. Los particulares podrán interponer recurso de revisión cuando: 

I. Se les niegue la información solicitada; 

II. Se les entregue la información incompleta o no corresponda a la solicitada; 

III. Se les niegue modificar, corregir o resguardar la confidencialidad de los datos personales, y 

IV.- Se considere que la respuesta es desfavorable a su solicitud. 

 

De dichas causales de procedencia del recurso de revisión y conforme a los actos impugnados 

manifestados por EL RECURRENTE, se desprende que la determinación en la presente 
resolución es respecto a si se actualizaría la hipótesis contenida en la fracción I del artículo 71, 

esto es, la causal consistiría en que se le niega la entrega de información solicitada por el ahora 

RECURRENTE, situación que se analizará más adelante. 
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Continuando con la revisión de que se cumplan con los extremos legales de procedibilidad del 

presente recurso, de igual manera el artículo 73 de la multicitada Ley establece los requisitos de 

forma que deben cumplirse en el escrito de interposición del recurso, mismos que se transcriben 

a continuación: 
 

Artículo 73.- El escrito de recurso de revisión contendrá: 

I. Nombre y domicilio del recurrente, y en su caso, la persona o personas que éste autorice para 

recibir notificaciones; 

II. Acto impugnado, Unidad de Información que lo emitió y fecha en que se tuvo conocimiento del 

mismo; 

III. Razones o motivos de la inconformidad; 

IV. Firma del recurrente o en su caso huella digital para el caso de que se presente por escrito, 

requisitos sin los cuales no se dará trámite al recurso. 

Al escrito de recurso deberá acompañarse copia del escrito que contenga el acto impugnado. 

 

Tras la revisión del escrito de interposición del recurso cuya presentación es vía EL SICOSIEM, 
se concluye la acreditación plena de todos y cada uno de los elementos formales exigidos por la 

disposición legal antes transcrita. 
 
Por otro lado, habiéndose estudiado las causales de sobreseimiento previstos en la ley de la materia, no 
obstante que ni EL RECURRENTE ni EL SUJETO OBLIGADO los hicieron valer en su 
oportunidad, este pleno entro a su análisis, y se desprende que no resulta aplicable algunas de las 
hipótesis normativas que permitan se sobresea el medio de impugnación al no acreditarse algunos de los 
supuestos previstos en el artículo 75 Bis A, que la letra señala lo siguiente: 
 

Artículo 75 Bis A.- El recurso será sobreseído cuando: 

I.- El recurrente se desista expresamente del recurso; 

II.- El recurrente fallezca o, tratándose de personas morales, se disuelva; 

III.- La dependencia o entidad responsable del acto o resolución impugnado lo modifique o revoque, de tal 

manera que el medio de impugnación quede sin efecto o materia. 

 

Concluimos que el recurso es en términos exclusivamente procedimentales procedente. Razón por la 
cual se procede a entrar al estudio del fondo del asunto. 
 

 

QUINTO.- Fijación de la litis. Que una vez estudiados los antecedentes del recurso de 

revisión en cuestión, los miembros de este organismo revisor, coincidimos en que la litis motivo 

del presente recurso, se refiere a que operó la NEGATIVA FICTA por parte de EL SUJETO 
OBLIGADO, al no haber respondido a EL RECURRENTE en tiempo y forma en el plazo legal 

previsto para ello, respecto de la solicitud de información señalada en el antecedente número I de 

esta resolución. Es así que de acuerdo a las razones de inconformidad manifestados por EL 

RECURRENTE, y ante la falta de respuesta por parte de EL SUJETO OBLIGADO, la 

controversia se reduce a lo siguiente: 
 

EL RECURRENTE manifiesta de forma concreta y sucinta la informidad en los términos de que 

no se le dio contestación a su petición en el tiempo legalmente establecido. Negativa implícita 

hecha por EL SUJETO OBLIGADO y cuestionada por EL RECURRENTE, toda vez que no 
se contestó la solicitud y no se explicó la razón de la falta de entrega de la información requerida. 
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Asimismo, se considera pertinente analizar la falta de respuesta, en cuanto a la negligencia en la 

atención de la solicitud, así como con el momento de interposición del recurso de revisión y, si 

derivado de lo anterior, se actualiza o no la causal de procedencia del recurso de revisión prevista 

en la fracción I del artículo 71 de la Ley de la materia. 
 

En ese sentido, la litis del presente caso deberá analizarse en los siguientes términos: 

 

a) La falta de respuesta de EL SUJETO OBLIGADO y si es la autoridad competente para 

conocer de dicha solicitud; es decir, si se trata de información que EL SUJETO 
OBLIGADO deba generar, administrar o poseer por virtud del ámbito de sus 

atribuciones, y si la misma se trata de información pública que debe ser entregada. 

 

b) En consecuencia de lo anterior, determinar la procedencia o no de la casual del recurso de 
revisión prevista en la fracción I del artículo 71 de la Ley de la materia. 

 

A continuación se resolverán los puntos antes enumerados. 
 

 

SEXTO.- Por lo que hace al inciso a) del Considerando anterior de la presente Resolución, 

consistente en determinar si EL SUJETO OBLIGADO es la autoridad competente para conocer de 
dicha solicitud, es preciso recordar que el punto de la solicitud se reduce al siguiente aspecto: 
 
Currículum vitae del: 
 

 Presidente Municipal 

 Directores 

 Secretario del Ayuntamiento 

 Contralor Interno 

 
Asentado lo anterior, ahora corresponde determinar a este Pleno si la información solicitada por el 
ahora RECURRENTE se trata de información que deba obrar en los archivos de EL SUJETO 

OBLIGADO y de ser el caso si se trata de información pública. 
 
En este sentido, como ya se ha sostenido en diversas ocasiones debe partirse del hecho evidente de 
que a los municipios del país se les considera autónomos porque encarnan un ámbito de gobierno 
propio, así como porque en ellos se sustenta la organización territorial y administrativa del país. Aún 
cuando en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la Constitución del 
Estado Libre y Soberano de México, no se menciona el término de autonomía de manera expresa, de 
su regulación constitucional y específicamente del artículo 115 de la Constitución General, así como 
del articulado que compone el Título Quinto de la Constitución Estatal, pueden deducirse las 
principales implicaciones de dicho principio en nuestro régimen político, como se ve a continuación. Es 
así que la Constitución General de los Estados Unidos Mexicanos dispone: 

 
Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, 

representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y 

administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un 

Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta 
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Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva 

y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. 

… 

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio 

conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán 

expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones 

administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración 

pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y 

aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

… 

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los 

bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su 

favor, y en todo caso:… 

 
En tales términos, el principio autonómico del municipio se manifiesta en varios aspectos: autonomía de 
gobierno o política, que se ejerce a través de una corporación denominada ayuntamiento; autonomía 

jurídica, porque el ayuntamiento posee personalidad jurídica propia, así como puede expedir 
reglamentos y realizar otros actos jurídicos; autonomía administrativa, en cuanto tiene una estructura 

propia que se compone de diversas dependencias y unidades administrativas encargadas de los servicios 
públicos; autonomía financiera, en virtud de que cuentan con su patrimonio y hacienda de carácter 
público.  
 
Desde luego, esta autonomía no es absoluta, sino que esta sujeta a las prescripciones constitucionales y 
a la legislación que expiden las entidades federativas, sobre todo, tratándose de su administración y 
conformación para su debido funcionamiento. 
 

Es así que, por su parte, la Constitución Política del Estado de México, establece respecto del 
Ayuntamiento, lo siguiente: 

 
Artículo 1.- El Estado de México es parte integrante de la Federación de los Estados Unidos 

Mexicanos, libre y soberano en todo lo que concierne a su régimen interior. 

 

Artículo 4.- La soberanía estatal reside esencial y originariamente en el pueblo del Estado de México, quien la 

ejerce en su territorio por medio de los poderes del Estado y de los ayuntamientos, en los términos de la 

Constitución Federal y con arreglo a esta Constitución. 

 

Artículo 112.- La base de la división territorial y de la organización política y administrativa del 

Estado, es el municipio libre. Las facultades que la Constitución de la República y el presente 

ordenamiento otorgan al gobierno municipal se ejercerá por el ayuntamiento de manera exclusiva y 

no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. 

… 

 

Artículo 113.- Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento con la competencia que le 

otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Constitución y las 

leyes que de ellas emanen. 

 

Artículo 114.- Los Ayuntamientos serán electos mediante sufragio universal, libre, secreto y 

directo. La ley de la materia determinará la fecha de la elección. Las elecciones de Ayuntamientos serán 

computadas y declaradas válidas por el órgano electoral municipal, mismo que otorgará la constancia de 

mayoría a los integrantes de la planilla que hubiere obtenido el mayor número de votos en términos de la ley 

de la materia. 

El cargo de miembro del ayuntamiento no es renunciable, sino por justa causa que calificará el ayuntamiento 

ante el que se presentará la renuncia y quien conocerá también de las licencias de sus miembros. 
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Artículo 116.- Los ayuntamientos serán asamblea deliberante y tendrán autoridad y 

competencia propias en los asuntos que se sometan a su decisión, pero la ejecución de ésta 

corresponderá exclusivamente a los presidentes municipales. Durarán en sus funciones tres años y ninguno de 

sus miembros propietarios o suplentes que hayan asumido las funciones podrá ser electo para el período 

inmediato siguiente. 

 

Artículo 117.- Los ayuntamientos se integrarán con un jefe de asamblea que se denominará 

Presidente Municipal, y con varios miembros más llamados Síndicos y Regidores, cuyo número 

se determinará en razón directa de la población del municipio que representen, como lo 

disponga la Ley Orgánica respectiva. 

Los ayuntamientos de los municipios podrán tener síndicos y regidores electos según el principio 

de representación proporcional de acuerdo a los requisitos y reglas de asignación que establezca la ley de la 

materia. 

 

CAPITULO SEGUNDO 

De los Miembros de los Ayuntamientos 

 

Artículo 118.- Los miembros de un ayuntamiento serán designados en una sola elección. 

Se distinguirán los regidores por el orden numérico y los síndicos cuando sean dos, en la misma forma. 

Los regidores de mayoría relativa y de representación proporcional tendrán los mismos derechos y obligaciones, 

conforme a la ley de la materia. Los síndicos electos por ambas fórmulas tendrán las atribuciones que les 

señale la ley. 

Por cada miembro del ayuntamiento que se elija como propietario se elegirá un suplente. 

 

Artículo 119.- Para ser miembro propietario o suplente de un ayuntamiento se requiere: 

I. Ser mexicano por nacimiento, ciudadano del Estado, en pleno ejercicio de sus derechos; 

II. Ser mexiquense con residencia efectiva en el municipio no menor a un año o vecino del mismo, con 

residencia efectiva en su territorio no menor a tres años, anteriores al día de la elección; y 

III. Ser de reconocida probidad y buena fama pública. 

 

Artículo 120.- No pueden ser miembros propietarios o suplentes de los ayuntamientos: 

I. Los diputados y senadores al Congreso de la Unión que se encuentren en ejercicio de su cargo; 

II. Los diputados a la Legislatura del Estado que se encuentren en ejercicio de su cargo; 

III. Los jueces, magistrados o consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del Estado o de la Federación; 

IV. Los servidores públicos federales, estatales o municipales en ejercicio de autoridad; 

V. Los militares y los miembros de las fuerzas de seguridad pública del Estado y los de los municipios que 

ejerzan mando en el territorio de la elección; y 

VI. Los ministros de cualquier culto, a menos que se separen formal, material y definitivamente de su 

ministerio, cuando menos cinco años antes del día de la elección. 

Los servidores públicos a que se refieren las fracciones III, IV y V, serán exceptuados del impedimento si se 

separan de sus respectivos cargos por lo menos 60 días antes de la elección. 

 

Artículo 121.- Para el despacho de los asuntos municipales cada Ayuntamiento designará un 

Secretario y sus atribuciones serán las que determine la ley respectiva. 

 

Artículo 130.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, se considera como 

servidor público a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en alguno de los 

poderes del Estado, en los ayuntamientos de los municipios y organismos auxiliares, así como los 

titulares o quienes hagan sus veces en empresas de participación estatal o municipal, sociedades o 

asociaciones asimiladas a éstas y en los fideicomisos públicos. Por lo que toca a los demás trabajadores del 

sector auxiliar, su calidad de servidores públicos estará determinada por los ordenamientos legales respectivos. 

… 

 

Asimismo, cabe traer a la presente resolución lo que establece la Ley Orgánica Municipal del 
Estado de México, la cual expone lo siguiente: 
 

TITULO II 
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De los Ayuntamientos 

 

CAPITULO PRIMERO 

Integración e Instalación de los Ayuntamientos 

 

Artículo 15.- Cada municipio será administrado por un ayuntamiento de elección popular 

directa y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. 

Los integrantes de los ayuntamientos de elección popular deberán cumplir con los requisitos 

previstos por la ley, y no estar impedidos para el desempeño de sus cargos, de acuerdo con los 

artículos 119 y 120 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y se 

elegirán conforme a los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, con dominante 

mayoritario. 

 

Artículo 16.- Los ayuntamientos se renovarán cada tres años, iniciarán su periodo el 18 de agosto del año de 

las elecciones municipales ordinarias y lo concluirán el 17 de agosto del año de las elecciones para su 

renovación; y se integrarán por: 

I. Un presidente, un síndico y seis regidores, electos por planilla según el principio de mayoría relativa y 

hasta cuatro regidores designados según el principio de representación proporcional, cuando se trate de 

municipios que tengan una población de menos de 150 mil habitantes; 

II. Un presidente, un síndico y siete regidores, electos por planilla según el principio de mayoría relativa 

y hasta seis regidores designados según el principio de representación proporcional, cuando se trate de 

municipios que tengan una población de más de 150 mil y menos de 500 mil habitantes; 

III. Un presidente, dos síndicos y nueve regidores, electos por planilla según el principio de mayoría 

relativa. Habrá un síndico y hasta siete regidores según el principio de representación proporcional, cuando se 

trate de municipios que tengan una población de más de 500 mil y menos de un millón de habitantes; y 

IV. Un presidente, dos síndicos y once regidores, electos por planilla según el principio de mayoría 

relativa y un síndico y hasta ocho regidores designados por el principio de representación proporcional, cuando 

se trate de municipios que tengan una población de más de un millón de habitantes. 

 

Artículo 17.- El día 1 de agosto de cada año, el ayuntamiento se constituirá solemnemente en cabildo 

público, a efecto de que el presidente municipal informe por escrito acerca del estado que guarda la 

administración pública municipal y de las labores realizadas durante el ejercicio. 

Dicho informe se publicará en la Gaceta Municipal. 

 

Artículo 18.- El día 17 de agosto del último año de la gestión del ayuntamiento, en sesión solemne de cabildo 

deberán comparecer los ciudadanos que, en términos de ley, resultaron electos para ocupar los cargos de 

presidente municipal, síndico o síndicos y regidores. 

La sesión tendrá por objeto: 

I. Que los miembros del ayuntamiento entrante, rindan la protesta en términos de lo dispuesto por el artículo 

144 de la Constitución Política local. El presidente municipal electo para el período siguiente lo hará ante el 

representante designado por el Ejecutivo del Estado y a su vez, hará de inmediato lo propio con los demás 

miembros del ayuntamiento electo; 

II. Que los habitantes del municipio conozcan los lineamientos generales del plan y programas de trabajo del 

ayuntamiento entrante, que será presentado por el presidente Municipal. 

 

Artículo 19.- A las nueve horas del día 18 de agosto del año en que se hayan efectuado las elecciones 

municipales, el ayuntamiento saliente dará posesión de las oficinas municipales a los miembros del 

ayuntamiento entrante, que hubieren rendido la protesta de ley, cuyo presidente municipal hará la siguiente 

declaratoria formal y solemne: "Queda legítimamente instalado el ayuntamiento del municipio de ..., que 

deberá funcionar durante los años de ...". 

A continuación se procederá a la suscripción de las actas y demás documentos relativos a la entrega-recepción 

de la administración municipal, con la participación de los miembros de los ayuntamientos y los titulares de sus 

dependencias administrativas salientes y entrantes, designados al efecto; la cual se realizará siguiendo los 

lineamientos, términos, instructivos, formatos, cédulas y demás documentación que disponga la Contaduría 

General de Glosa de la Legislatura del Estado para el caso, misma que tendrá en ese acto, la intervención que 

establezcan las leyes. La documentación que se señala anteriormente deberá ser conocida en la primera sesión 

de Cabildo por los integrantes del Ayuntamiento a los cuales se les entregará copia de la misma. El 



 
 EXPEDIENTE: 02340/ITAIPEM/IP/RR/A/09. 

RECURRENTE: [-----------------------------] 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE CHALCO 

PONENTE: 

 

COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

9 

 

ayuntamiento saliente, a través del presidente municipal, presentará al ayuntamiento entrante, con una copia 

para la Legislatura, un documento que contenga sus observaciones, sugerencias y recomendaciones en relación 

a la administración y gobierno municipal. 

El ayuntamiento saliente realizara las acciones necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 

18 y 19 de la presente Ley. 

 

Artículo 32.- Para ocupar los cargos de secretario, tesorero, titulares de las unidades 

administrativas y de los organismos auxiliares se deberán satisfacer los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano del Estado en pleno uso de sus derechos; 

II. No estar imposibilitado para desempeñar cargo, empleo, o comisión pública; 

III. No haber sido condenado en proceso penal, por delito intencional. 

 

Artículo 96.- Para ser tesorero municipal se requiere, además de los requisitos del artículos 32 de esta 

Ley: 

I. Tener los conocimientos suficientes para poder desempeñar el cargo, a juicio del ayuntamiento; de 

preferencia ser profesionista de las áreas económicas o contable-administrativas, con experiencia mínima de 

un año; 

II. Caucionar el manejo de los fondos en términos de ley; 

III. No haber sido inhabilitado para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos;  

IV. Cumplir con otros requisitos que señalen las leyes, o acuerde el ayuntamiento. 

 

CAPITULO CUARTO 

De la Contraloría Municipal 

 

Artículo 111.- La contraloría municipal tendrá un titular denominado Contralor, quien será designado por 

el ayuntamiento a propuesta del presidente municipal. 

 

Artículo 113.- Para ser contralor se requiere cumplir con los requisitos que se exigen para ser tesorero 

municipal, a excepción de la caución correspondiente. 

 

 
Asimismo, resulta oportuno traer a colación lo dispuesto en la Ley de los Trabajadores del Estado 
de México y Municipios: 

 
ARTÍCULO 1.- Ésta ley es de orden público e interés social y tiene por objeto regular las relaciones de 

trabajo, comprendidas entre los poderes públicos del Estado y los Municipios y sus respectivos 

servidores públicos. 

Igualmente, se regulan por esta ley las relaciones de trabajo entre los tribunales administrativos, los organismos 

descentralizados, fideicomisos de carácter estatal y municipal y los órganos autónomos que sus leyes de 

creación así lo determinen y sus servidores públicos. 

El Estado o los municipios pueden asumir, mediante convenio de sustitución, la responsabilidad de las 

relaciones de trabajo, cuando se trate de organismos descentralizados, fideicomisos de carácter estatal y 

municipal, que tengan como objeto la prestación de servicios públicos, de fomento educativo, científico, médico, 

de vivienda, cultural o de asistencia social, se regularán conforme a esta ley, considerando las modalidades y 

términos específicos que se señalen en los convenios respectivos. 

 

ARTICULO 2. Son sujetos de esta ley los servidores públicos y las instituciones públicas. 

 

ARTICULO 3. Los derechos que esta ley otorga son irrenunciables. 

 

ARTICULO 4. Para efectos de esta ley se entiende: 

I. Por servidor público, toda persona física que preste a una institución pública un trabajo personal 

subordinado de carácter material o intelectual, o de ambos géneros, mediante el pago de un sueldo; 

… 
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III. Por institución pública, cada uno de los poderes públicos del Estado, los municipios y los tribunales 

administrativos; así como los organismos descentralizados, fideicomisos de carácter estatal y municipal, y los 

órganos autónomos que sus leyes de creación así lo determinen; 

IV. Por dependencia, la unidad administrativa prevista en los ordenamientos legales respectivos que, 

estando subordinada jerárquicamente a una institución pública, tenga un sistema propio de administración 

interna; y 

… 

Para los efectos de esta ley no se considerarán servidores públicos a las personas sujetas a un contrato 

civil o mercantil. 

 

ARTICULO 5. La relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus servidores públicos se 

entiende establecida mediante nombramiento, contrato o por cualquier otro acto que tenga 

como consecuencia la prestación personal subordinada del servicio y la percepción de un 

sueldo. 

Para los efectos de esta ley, las instituciones públicas estarán representadas por sus titulares. 

 

ARTICULO 6. Los servidores públicos se clasifican en generales y de confianza, los cuales, de 

acuerdo con la duración de sus relaciones de trabajo pueden ser: por tiempo u obra determinados o por 

tiempo indeterminado. 

 

ARTICULO 8. Se entiende por servidores públicos de confianza: 

I. Aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la intervención directa del 

titular de la institución pública o del órgano de gobierno; 

II. Aquéllos que tengan esa calidad en razón de la naturaleza de las funciones que desempeñen y no de la 

designación que se dé al puesto. 

Son funciones de confianza: las de dirección, inspección, vigilancia, auditoría, fiscalización, 

asesoría, procuración y administración de justicia y de protección civil, así como las que se relacionen con la 

representación directa de los titulares de las instituciones públicas o dependencias, con el manejo de recursos y 

las que realicen los auxiliares directos de los servidores públicos de confianza. 

No se consideran funciones de confianza las de dirección, supervisión e inspección que realizan los integrantes 

del Sistema Educativo Estatal en los planteles educativos del propio sistema. 

 

ARTICULO 9. Para los efectos del artículo anterior y la debida calificación de puestos de confianza, se 

entenderán como funciones de: 

I. Dirección, aquéllas que ejerzan los servidores públicos responsables de conducir las actividades de los 

demás, ya sea en toda una institución pública o en alguna de sus dependencias o unidades administrativas; 

II. Inspección, vigilancia, auditoría y fiscalización, aquéllas que se realicen a efecto de conocer, 

examinar, verificar, controlar o sancionar las acciones a cargo de las instituciones públicas o de sus 

dependencias o unidades administrativas; 

III. Asesoría, la asistencia técnica o profesional que se brinde mediante consejos, opiniones o dictámenes, a los 

titulares de las instituciones públicas o de sus dependencias y unidades administrativas; 

IV. Procuración de justicia, las relativas a la investigación y persecución de los delitos del fuero común y al 

ejercicio de la acción penal para proteger los intereses de la sociedad; 

V. Administración de justicia, aquéllas que se refieren al ejercicio de la función jurisdiccional; 

VI. Protección civil, aquéllas que tengan por objeto prevenir y atender a la población en casos de riesgo, 

siniestro o desastre; 

VII. Representación, aquéllas que se refieren a la facultad legal de actuar a nombre de los titulares de las 

instituciones públicas o de sus dependencias; y 

VIII. Manejo de recursos, aquéllas que impliquen la facultad legal o administrativa de decidir o determinar su 

aplicación o destino. 

 

ARTICULO 10. Los servidores públicos de confianza quedan comprendidos en el presente ordenamiento en 

lo que hace a las medidas de protección al salario y los beneficios de la seguridad social que otorgue el Estado. 

Asimismo les será aplicable lo referente al sistema de profesionalización a que se refiere el Capítulo II del 

Título Cuarto de esta Ley, con excepción de aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la 

intervención directa de la institución pública o del órgano de gobierno, sean auxiliares directos de éstos, les 
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presten asistencia técnica o profesional como asesores, o tengan la facultad legal de representarlos o actuar en 

su nombre. 

Quienes ocupen cargos de elección popular no serán sujetos de esta ley. 

 
 
Por su parte, el Bando Municipal 2009 de EL SUJETO OBLIGADO señala: 
 

TÍTULO TERCERO 

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL GOBIERNO MUNICIPAL 

CAPÍTULO I 

DEL AYUNTAMIENTO 

 

ARTÍCULO 38.- El Ayuntamiento contará con un secretario, el cual tendrá las atribuciones que 

establece la Ley Orgánica. 

 

CAPÍTULO II 

DE LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL 

 

ARTÍCULO 50.- La Administración Municipal está integrada por las siguientes Unidades Administrativas: 

I. Secretaría del Ayuntamiento; 

II. Tesorería Municipal; 

III. Contraloría Interna Municipal; 

IV. Secretaría Técnica de Planeación, Evaluación e Información; 

V. Consejería Jurídica y Consultiva; 

VI. Las Direcciones de: 

a. Administración; 

b. Desarrollo Social; 

c. Desarrollo Económico; 

d. Desarrollo Urbano y Ecología 

e. Gobierno; 

f. Obras Públicas; 

g. Seguridad Pública y Tránsito Municipal; 

h. Educación, Cultura y Fomento al Deporte; 

i. Vialidad y Transporte; 

j. Protección Civil. 

k. Servicios Públicos. 

l. Comunicación Social. 

 

De los preceptos citados, se desprenden para los efectos de la presente resolución los aspectos 
siguientes: 
 

 Que existen tres tipos de servidores públicos adscritos al Ayuntamiento, como son los de elección 
popular, los generales y de confianza. 

 

 Que los servidores públicos de elección popular, cuyo origen es de naturaleza democrática y 

electoral, como lo son el Presidente Municipal, los Síndicos y los Regidores, tienen previamente 
definida la temporalidad de la duración de su encargo por el cual fueron electos. 

 

 Que para el caso de los servidores públicos de elección popular, sin demérito de que es 
importante la preparación en el desarrollo de cualquier puesto público, bajo un esquema 
democrático, estos cargos no exigen una profesionalización formal. 
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 Que en consecuencia de lo anterior, no es exigible que se acredite el nivel de estudios del 
Presidente Municipal, síndicos y ediles, ya que ni siquiera es obligatorio acreditarlo para ser 

candidato y para ejercer el cargo electivo. 
 

 Que asimismo, tampoco es obligación de esta clase de servidores públicos entregar documentos 
curriculares, ya que derivado de su origen electoral, jurídicamente ni en la Constitución General de 
la República, ni en la Constitución Política del Estado de México, ni tampoco en la Ley Orgánica 
Municipal del Estado de México o en el Código Electoral de la entidad, se observa la exigencia de 
quienes aspiran u ocupan el cargo de Presidente Municipal, regidor o síndico, que dentro de los 

requisitos se establezca la entrega de un currículo o de nivel de estudios para la postulación o para 
el ejercicio del cargo. 

 

 Que los servidores públicos de confianza, como el caso de los Directores, su cargo lo desempeñan 

a partir de un nombramiento por designación directa (o incluso, de ser el caso, mediante un 
esquema de servicio civil de carrera), por lo que resulta de suma importancia que el perfil del 

funcionario sea el idóneo para desempeñar el cargo. 
 

 Que en este caso de los servidores públicos de confianza y Directores, a diferencia de lo que 
acontece con otra clase de servidores públicos, entre cuyas obligaciones de ingreso se encuentra la 
entrega de la curricula, e incluso en determinados casos el de acompañar los documentos relativos 
al grado de estudios, documentos que forma parte del expediente laboral de los mismos. 

 
 
Efectivamente, como se puede desprender de la lectura de las disposiciones anteriores se aduce que el 
Ayuntamiento es el órgano máximo de gobierno de cada municipio y que el mismo se encuentra 

conformado por un Presidente Municipal, Regidores y Síndicos electos democráticamente a través de 
los procedimientos establecidos en términos de las leyes aplicables, así como por todos aquellos 

servidores públicos designados para ocupar cargos de Dirección y de Confianza. 
 

En este contexto, el ahora SUJETO OBLIGADO, en su carácter de autoridad municipal, no tiene 
dentro de sus atribuciones la de exigir al Presidente Municipal el de contar con documentos 
curriculares en sus archivos. 

 
Lo anterior, sin duda tiene una lógica democrática en cuanto a la legitimidad que se le da a 
determinados órganos públicos, como es el caso de los Ayuntamientos, en cuyo caso los servidores 
públicos antes referidos son electos popularmente, y detentan una representación social. La 
representación popular que ejercen dichos servidores públicos en las esferas del poder en este caso 
municipal es uno de los postulados característicos de todo régimen democrático. 
 
Dada su naturaleza representativa, constituye un mosaico de manifestaciones humanas, sociales, 
culturales y políticas. Así pues, en los cargos de elección popular del Ayuntamiento confluyen y se 
integran todos los sectores que conforman la sociedad: hombres y mujeres, adultos y jóvenes, 
profesionales y no profesionales, citadinos y campesinos, así como diferentes razas y credos religiosos. 
 

En efecto, la representación es un proceso por el cual una persona o grupo tiene la capacidad, 
formalmente establecida, para hablar y actuar en nombre de una cantidad mayor de personas o grupos, 
de modo que sus palabras y sus actos se consideran palabras y actos de aquellos a quienes sustituyen 
públicamente, los cuales se obligan a acatarlos como si fueran propios. 
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Es mediante las elecciones, entonces, que el pueblo soberano, los ciudadanos, autorizan a determinadas 
personas a legislar o a realizar otras tareas gubernamentales, constitucionalmente delimitadas, por un 

tiempo determinado. Es así que el pueblo delega en sus representantes electos la capacidad de tomar 
decisiones, en el entendido de que una vez transcurrido el lapso predeterminado, podrá evaluar y 
sancionar electoralmente el comportamiento político de los mismos. De esta forma, a pesar de la 
representación política y a través de ella, se asegura que sea la soberanía popular la fuente y el origen 
de la autoridad democráticamente legitimada.1  
 
En otras palabras, la representación popular implica una substitución de la voluntad, es un querer y 
obrar por otros, es una ficción legal y política, porque la voluntad la expresan unos cuantos cientos de 

personas2 (ya sea legisladores, gobernadores, presidentes municipales, regidores, síndicos). En tal 
sentido, la representación anterior se convierte así en “la voz del pueblo”, ya que en él se delibera o se 
debe deliberar sobre los grandes temas que afectan en este caso a la comunidad municipal. 
 
Siendo entonces la representación política el instrumento para ello, ya que el pueblo participará en las 

decisiones públicas y podrá encauzar y determinar el gobierno a través de sus representantes 
populares, siendo el Cabildo, en este caso, el órgano colegiado que por su naturaleza plural, se 

convierte, como ya se ha dicho, en el mosaico de manifestaciones humanas, sociales, culturales y 
políticas, ya que en él confluyen y se integran todos los sectores que conforman la sociedad, lo que lo 
convierte en un conglomerado social, y en el foro de voluntad general y de discusión municipal, bajo el 
ideario de que lo que atañe a todos tiene que ser decidido por todos, aunque sea de manera indirecta 
o intermedia: por los representantes populares; entre ellos los que conforman el Ayuntamiento. 
 
Así planteada esta circunstancia, EL SUJETO OBLIGADO no tendría la exigencia legal de generar o 
exigir el currículo del Presidente Municipal del Ayuntamiento y demás funcionarios de origen electoral, 

más allá de que cuente con él por otro tipo de razones distintas a las jurídicas. 
 
Caso contrario, para aquellos servidores públicos que son designados para ocupar cargos de Dirección 

y de Confianza dentro del ayuntamiento, de los mismos sí se genera un expediente conformado, entre 
otros documentos, por el correspondiente currículum que permita establecer su experiencia en el 

puesto a desempeñar. 
 
No obstante lo anterior, si por alguna circunstancia se dé el caso que EL SUJETO OBLIGADO 
tuviera en sus archivos la información correspondiente al currículum del Presidente Municipal, 
entonces sí estará compelido a dar observancia a lo establecido en la Ley de la materia, ya que de sus 
preceptos queda claro que el alcance del derecho de acceso a la información, implica los siguientes tres 
supuestos: 
 

I.- Que se trate de información registrada en cualquier soporte, que en ejercicio de sus 
atribuciones, sea generada por los sujetos obligados; 
 
II.- Que se trate de información registrada en cualquier soporte, que en ejercicio de sus 
atribuciones, se encuentre en posesión de los sujetos obligados, y 
 

                                                 
1 Cfr. Salazar, Luis y Woldenberg, José, Principios y Valores de la Democracia, Instituto Federal Electoral, Cuadernos de 

Divulgación de la Cultura Democrática, 3ª edición, México, 1995, p. 25. 
2 Carpizo, Jorge, Op. cit., p. 154 
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III.- Que se trate de información registrada en cualquier soporte, que en ejercicio de sus 
atribuciones, sea administrada por los sujetos obligados. 

 
En efecto, el artículo 2 fracción XVI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de México y Municipios, en lo sucesivo la Ley de Transparencia, establece que “El Derecho de 
Acceso a la Información, es la facultad que tiene toda persona para acceder a la información pública, 
generada o en poder de los sujetos obligados conforme a esta ley” 
 
El artículo 3 del mismo ordenamiento jurídico, en su primera parte,  prescribe que “La información 
pública generada, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados en ejercicio de sus atribuciones, 

será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima 
publicidad en la información…” 
 
En concordancia con lo anterior, la fracción V del artículo 2 de la Ley de Transparencia, define como 
Información Pública, a “la contenida en los documentos que los sujetos obligados generen en el 

ejercicio de sus atribuciones”. Por su parte, el inciso XV del mismo numeral, define como 
documentos a “Los expedientes, estudios, actas, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, 

contratos, convenios, estadísticas o bien cualquier registro en posesión de los sujetos obligados, 
sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en medios escritos, 
impresos, sonoros, visuales, electrónicos, informáticos u holográficos;” 
 
De los preceptos legales transcritos, y para efectos de la presente resolución, podemos afirmar, como 
ya se señaló, que el alcance del derecho de acceso a la información, se puede llegar a materializar en el 
derecho de acceso a toda documentación que en el ejercicio de sus atribuciones, sea generada, 
administrada o se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados. Por lo que en este contexto, el 

SUJETO OBLIGADO debe entregar la documentación que soporta la información respectiva. 
 
 

SÉPTIMO.- Cabe analizar y determinar la forma en que deberá ser entregada la información al 

estimar este Pleno que la misma contiene información considerada por la Ley de la materia como 
susceptible de ser clasificada. 

 
Al respecto, la Ley de Transparencia está diseñada de tal manera que prevé principios, 

procedimientos, autoridades y sanciones cuyo fin es transparentar la gestión y el uso de recursos 
públicos, así como en el caso que nos ocupa, prevé mecanismos para brindar certeza respecto de las 
hipótesis de procedencia, o bien, dispone los casos en que puede ser restringido el derecho de acceso 
a la información pública, estableciendo que será cuando se trate de información clasificada como 
reservada o confidencial. 
 
De ahí, que en el artículo 19 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de México y Municipios se disponga lo siguiente:  

 

Artículo 19.- El derecho de acceso a la información pública sólo será restringido cuando se trate de 

información clasificada como reservada o confidencial. 

 
Del marco jurídico, se puede afirmar que en materia de acceso a la información en poder de los 
órganos públicos, existen dos excepciones a dicho derecho constitucional:  
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1º) Que la información por razones de interés público, debe determinarse reservada de manera 
temporal, y 

 
2º) Que la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, cuyo acceso debe 
negarse sin establecer una temporalidad para ello.  

 
Sin embargo, es necesario afirmar que para que opere las restricciones –repetimos excepcionales- de 
acceso a la información en poder de los SUJETOS OBLIGADOS se exige actualizar los supuestos 
normativos aplicables a cada caso. 
 

En esta tesitura, se procederá analizar la fracción I del artículo 25 de la Ley de la materia que a la letra 
dispone: 
 

Artículo 25.- Para los efectos de esta Ley, se considera información confidencial, la clasificada como tal, 

de manera permanente, por su naturaleza, cuando: 

I. Contenga datos personales; 

 

Acotado lo anterior, es menester puntualizar que es criterio de este Pleno el que la información 

referente a datos sobre los cargos públicos ocupados dentro de una Institución gubernamental, e 
incluso de la trayectoria laboral de un funcionario es de acceso público ante el interés general y el 
hecho evidente de que la ciudadanía tiene el derecho de saber cuál es la experiencia que ha venido 
adquiriendo la persona responsable de realizar las funciones públicas. Por lo que es opinión compartida 
que tales datos laborales de un servidor público es información pública, que en efecto, la sociedad 
requiere conocer cuál es la experiencia, escalafón y aptitudes que tiene determinado servidor público, 
para llevar a cabo funciones que implican el manejo, uso y destino de recursos públicos, o  bien para 
tomar decisiones en los diversos tópicos que involucran las funciones y servicios públicos. 

 
Cabe como ejemplo por analogía al presente caso lo que se ha sostenido para el acceso al currículum 
vitae de servidores públicos, en el que se ha expuesto que es un documento que contiene la historia de 

vida de una persona, en donde se destaca su desarrollo profesional, además de datos relacionados con 
su vida privada, de conformidad con ello, este Instituto se ha pronunciado en múltiples ocasiones de 

que el currículum de un servidor público es un documento de naturaleza pública y sólo los datos 
relativos a la vida privada de la persona son clasificados por dato personal, pero en todo caso bajo un 

principio de máxima publicidad se da acceso al mismo en su versión pública. 
 
Efectivamente, un currículum es el documento en el que se consigna la historia laboral y personal de 
una persona determinada, pues en él se hace referencia a su nombre, domicilio, números telefónicos, 
correo electrónico, fecha de nacimiento, escolaridad, experiencia laboral, cargos que ha ocupado entre 
otros datos. De tal forma que, si bien es cierto el currículum vitae al contener datos personales podría 
ser considerado como información de carácter clasificada (por confidencial); también lo es que la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios prevé la 
publicidad obligatoria de ciertos datos relativos a los servidores públicos, en razón del cargo público 

que ocupan. 
 
Al respecto, el artículo 12 fracción II de la citada Ley  de Transparencia señala que el directorio de los 
servidores públicos tiene como regla general la inclusión, además del nombre, su referencia particular 

a su nombramiento oficial, puesto funcional y remuneración de acuerdo con lo previsto en el Código 
Financiero. Por lo que cierta información contenida en el currículum de un servidor público es de 
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naturaleza pública, toda vez que la misma acredita la idoneidad del servidor público al cargo público 
que ocupa. 

 
Artículo 12.- Los Sujetos Obligados deberán tener disponible en medio impreso o electrónico, de manera 

permanente y actualizada, de forma sencilla, precisa y entendible para los particulares, la información 

siguiente: 

… 

II.- Directorio de servidores públicos de mandos medios y superiores con referencia particular 

a su nombramiento, oficial, puesto funcional, remuneración de acuerdo con lo previsto por el 

Código Financiero; datos que deberán señalarse de forma independiente por dependencia y 

entidad de cada Sujeto Obligado. 

… 

 
Luego entonces, y en virtud de que el currículum vitae de un servidor público contiene tanto 
información pública como confidencial, es que este Instituto ha determinado la elaboración de 
versiones públicas del currículum vitae de los servidores, en las cuales obviamente no pueden omitirse 

los datos curriculares relativos a los antecedentes profesionales y laborales. Asimismo, en dichas 
versiones públicas deberán de eliminarse los datos personales del servidor público, tales como su 

teléfono y domicilio particular, fecha de nacimiento, estado civil, direcciones privadas de correo 

electrónico y demás datos personales que no inciden en la gestión gubernamental o en la rendición de 
cuentas, por tratarse en efecto de información confidencial, en términos de los artículos 2, fracción II y 
25 fracción I de la Ley de Transparencia invocada. 
 
Efectivamente, mediante la entrega de versiones pública de dichos currícula o soportes análogos 
permite observar el principio de máxima publicidad contemplado, tanto en el artículo 6 de la 
Constitución General de la República, el artículo 5º de la Constitución del Estado Libre y Soberano de 

México, así como por la Ley de la materia, tratan de obsequiar la mayor oportunidad posible para que 
la información se entregue. Y esa es la razón fundamental de que existan las versiones públicas. Esto 

es, sólo se niega la información cuando en realidad ésta lo amerita y si el documento íntegro lo 
merece. Pero si en un documento coexiste información pública como información clasificada, esta 
última no es pretexto para negar la totalidad de la misma. Así, pues, la versión pública, como lo 

establecen los artículos 2, fracción XV, y 49 de la Ley de la materia, permite la obtención de un 
documento cuya parte pública está disponible para cualquier solicitante y la parte clasificada se niega 
mediante un testado de las partes relativas de dicho documento. 

 
Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

… 

XIV. Versión Pública: Documento en el que se elimina, suprime o borra la información clasificada como 

reservada o confidencial para permitir su acceso. 

 

Artículo 49.- Cuando en un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y clasificada, 

la unidad de información sólo podrá proporcionar la primera, siempre que lo anterior sea técnicamente 

factible, pudiendo generar versiones públicas. 

 
Aunado a que, como ya se expuso, EL SUJETO OBLIGADO sí tiene la información solicitada y que 
ha de obrar en el expediente personal del servidor público adscrito al mismo, ya que debe existir un 

expediente de ingreso en el que se debe contemplar datos como la experiencia, nivel profesional, 
antecedentes laborales, etc. Más aun -de ser el caso- de considerar el servicio profesional de carrera, 
para continuar en su cargo deben realizar cursos de actualización y profesionalización y presentar 

evaluaciones, en virtud que con ello se acredita que dichos servidores públicos cuentan con los 
conocimientos necesarios para seguir desempeñando adecuadamente la función que tienen 
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encomendada, por consiguiente se debe tener la información respectiva a conocer los movimientos de 
su personal en dicha institución, por ascensos de su personal, inhabilitados, o los que son dados de 

baja y otros registros administrativos del personal, por lo que debe contar con la información 
respectiva. 
 
Ahora bien, para la elaboración de las versiones públicas de los currícula correspondientes a los 
servidores públicos del Ayuntamiento, es de tomarse en cuenta lo que la Ley de Transparencia 
invocada, prevé en sus hipótesis jurídicas para su procedencia: 
 

Artículo 25.- Para los efectos de esta Ley, se considera información confidencial, la clasificada como tal, de 

manera permanente, por su naturaleza, cuando:  

I. Contenga datos personales;  

… 

 

A mayor abundamiento la Ley de Transparencia determina lo siguiente sobre los datos 

personales. 

 
Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

   … 

II. Datos Personales: La información concerniente a una persona física, identificada o 

identificable; 

         III. a XVI.  … 

 

Artículo 25.- Para los efectos de esta Ley, se considera información confidencial, la clasificada como tal, de 

manera permanente, por su naturaleza, cuando:  

I. Contenga datos personales; 

II. Así lo consideren las disposiciones legales; y   

III. Se entregue a los Sujetos Obligados bajo promesa de secrecía. 

No se considera confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso 

público, ni tampoco la que sea considerada por la presente Ley como información pública. 

 

Artículo 25 Bis.- Los sujetos obligados son responsables de los datos personales y, en relación con estos, 

deben: 

I. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y evite su alteración, 

pérdida, transmisión y acceso no autorizado; y 18  

II. Capacitar a los servidores públicos en relación a la protección de los datos personales. 

 

Artículo 27.- Los archivos con datos personales deberán ser actualizados de manera permanente y ser 

utilizados exclusivamente para los fines para los que fueron creados. La finalidad de un archivo y su utilización 

en función de ésta, deberá especificarse y justificarse. Su creación deberá ser objeto de una medida de 

publicidad o que permita el conocimiento de la persona interesada, a fin de que ésta ulteriormente pueda 

asegurarse de que:  

I. Los datos personales reunidos y registrados son pertinentes a la finalidad;  

II. Ninguno de esos datos personales es utilizado o revelado sin su consentimiento, con un propósito 

incompatible con el que se haya especificado; y 

III. El período de conservación de los datos personales no excede del necesario para alcanzar la finalidad con 

que se han registrado. 

 
En concordancia con lo anterior,  y tomando en cuenta que el Transitorio Séptimo de la LEY, establece 
que las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia se aplicarán en tanto no se opongan a la Ley, 

es que resultan aplicables los Criterios para la clasificación de la información pública de las 
dependencias, organismos auxiliares y fideicomisos públicos de la Administración Pública 
del Estado de México que disponen lo siguiente: 
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Trigésimo.- Será confidencial la información que contenga datos personales de una persona física 

identificada relativos a: 

 Origen étnico o racial; 

 Características físicas; 

 Características morales; 

 Características emocionales; 

 Vida afectiva; 

 Vida familiar; 

 Domicilio particular; 

 Número telefónico particular; 

 Patrimonio; 

 Ideología; 

 Opinión política; 

 Creencia o convicción religiosa; 

 Creencia o convicción filosófica; 

 Estado de salud físico; 

 Estado de salud mental 

 Preferencia sexual; 

 El nombre en aquellos casos en que se pueda identificar a la persona identificable relacionándola 

con alguno de los elementos señalados en las fracciones anteriores. Se entiende para efecto de los 

servidores públicos del Estado de México, que éstos ya se encuentran identificados al cumplir los 

sujetos obligados con las obligaciones establecidas en la fracción II del Artículo 12 de la Ley y; 

 Otras análogas que afecten su intimidad, como la información genética. 

 

Trigésimo Primero.- Los datos personales serán confidenciales independientemente de que hayan sido 

obtenidos directamente de su titular o por cualquier otro medio. 

 
De los preceptos invocados, se deduce que en efecto, toda la información relativa a una persona física 

que la pueda hacer identificada o identificable, constituye un dato personal y por consiguiente como 
regla general se trata de información confidencial, que debe ser protegida por los Sujetos Obligados. 

Sin embargo, como lo ha señalado en reiteradas ocasiones el Pleno del Instituto no debe dejarse de 
lado que la protección no es absoluta en todos los casos por igual, que puede haber datos cuyo acceso 
puede ser público por cuestiones o razones de interés público que lo justifiquen. 

 
Asimismo, por datos de carácter personal debemos entender “toda información numérica, alfabética, 
gráfica, fotográfica, genética, acústica o de cualquier otro tipo, susceptible de recogida, registro, 

tratamiento o transmisión concerniente a una persona física identificada o identificable”, como lo son 
entre otros, la imagen, el nombre, el origen  étnico-racial, características físicas, domicilio, número 
telefónico, patrimonio, ideología, opiniones políticas, afiliación gremial, creencias científicas, religiosas o 
filosóficas, preferencias sexuales, estado de salud físico o mental, etc. 
 
El acceso a determinada información en poder de los Sujetos Obligados permite promover la 
transparencia de la gestión pública y la rendición de cuentas de los Sujetos Obligados hacia la sociedad, 
contribuye a la mejora de la gestión pública y a la toma de decisiones en las políticas gubernamentales y/o 

permite incentivar la promoción en la cultura de transparencia, resulta loable permitir su acceso aun 

tratándose de datos personales. Tal es el caso por ejemplo que como regla general está la información de 
las remuneraciones de los servidores públicos, de sus propios nombres, el cargo que ocupan, el lugar 
donde se desempeñan, conocer su grado de estudios, estos por citar solamente de entrada algunos 
ejemplos. 
 

En resumen hay información con datos personales, cuya acceso público es permitido por existir razones de 

interés público que lo justifican. Es decir, la información confidencial se integra básicamente por datos 
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personales, pero no todos los datos personales son confidenciales. Para el suscrito se estima que en el 
caso en estudio, la información que es materia de la litis entra dentro de dicha justificación y procede su 

acceso público, por existir razones de interés público que lo justifican. 
 
Como ya quedó asentado, es probable que el currículum o documento fuente respectivo, puede llegar a 
contener otros datos personales que sí son confidenciales, por lo que procede a instruir a EL SUJETO 
OBLIGADO a que elabore y entregue versiones públicas de los mismos, en las cuales obviamente no 
pueden omitirse los datos relativos a los cargos que se han desempeñado y desempeña, así como los 
antecedentes profesionales y laborales, pero en dichas versiones públicas deberán de eliminarse otros 
datos personales del servidor público, tales como su teléfono y domicilio particular, fecha de nacimiento, 

estado civil, direcciones privadas de correo electrónico, Registro Federal de Contribuyentes (RFC), Clave Única de 
Registro de Población (CURP) y demás datos personales que no inciden en la gestión gubernamental o en la 
rendición de cuentas, por tratarse en estos caso efectivamente de información confidencial, en términos 
de los artículos 2, fracción II y 25, fracción I de la Ley de Transparencia invocada, toda vez que se tratan 
de datos que constituyen información que incide en la intimidad o privacidad de un individuo identificado, 

y en la que no se antepone interés social por dar la a conocer. 
 

Además debe resguardarse la fotografía de aquellos documentos que la contengan, ya que es criterio 
compartido que la fotografía de los certificados y títulos profesionales es un dato personal que debe 
protegerse mediante la confidencialidad, debido a que son datos personales relacionados con la esfera 
de intimidad de una persona física determinada o determinable, y que de revelarlos se podría 
transgredir esa intimidad y se podrían revelar en este caso en particular las características físicas de su 
titular. Por tal motivo y tomando en consideración que la divulgación de dichas fotografías puede 
provocar una trasgresión a la privacidad de su titular, se considera que los mismos son por naturaleza 
confidenciales y por lo tanto quedan excluidos del derecho a la información. 

 
Sin dejar de mencionar que en aquellos casos de Títulos Profesionales de instituciones privadas que 
fueran suscritos por particulares y no por servidores públicos sus firmas deben ser consideradas 

también como un dato personal. 
 

No pasa desapercibido para este Pleno que, a pesar de que en la modalidad de entrega se menciona la de 
Vía SICOSIEM, en el propio cuerpo de la solicitud se aclara que la modalidad de entrega es mediante 
COPIA CERTIFICADA, pero como para este Pleno el actuar de EL SUJETO OBLIGADO fue 
negligente al no haber dado respuesta puntual a EL RECURRENTE, y como ha quedado acreditado a 
lo largo del presente recurso que EL SUJETO OBLIGADO sí posee la información requerida por EL 
RECURRENTE, misma que no entregó ni justificó de ninguna manera la omisión de su entrega, es por 
lo que se ordena en consecuencia que la entrega de la información descrita se realice en los términos 
solicitados por EL RECURRENTE, es decir, en copia certificada sin costo, por así señalarlo el artículo 
85 de la LEY de la materia que señala: 
 

Artículo 85.- En el caso de que el Instituto determine que por negligencia no se hubiere atendido alguna 

solicitud en los términos de esta ley, requerirá a la Unidad de Información correspondiente para que 

proporcione la información sin costo alguno para el solicitante, dentro del plazo de quince días hábiles a 

partir del requerimiento. 

 

Lo anterior sin menoscabo de que realice también la entregue vía SICOSIEM a efecto de verificar el 
debido cumplimiento a la presente resolución y, en el entendido de que EL RECURRENTE podrá 
ingresar al sistema automatizado para obtener tantas y cuantas veces lo desee, las copias que contienen la 
información que solicita. 

 



 
 EXPEDIENTE: 02340/ITAIPEM/IP/RR/A/09. 

RECURRENTE: [-----------------------------] 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE CHALCO 

PONENTE: 

 

COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

20 

 

No obstante, cabe aclarar que de conformidad con las disposiciones aplicables implica el deber del 
SUJETO OBLIGADO para que en su contestación oriente al interesado sobre el tiempo de entrega y 

el lugar de las instalaciones y horario donde deberá recogerlas. Esta orientación, con el fin de evitarle al 
interesado el que acuda en diversas ocasiones a las instalaciones de EL SUJETO OBLIGADO, lo que 
sin duda es contrario a los principios de sencillez, rapidez y oportunidad en el acceso a la información 
gubernamental. 
 
 

OCTAVO.- Resulta pertinente entrar al análisis del inciso b) que se refiere a conocer si se 

actualiza la causal del artículo 71 de la Ley de la Materia. 

 
Para este Pleno se actualizó la NEGATIVA FICTA por parte de EL SUJETO OBLIGADO, al no 
haber respondido a EL RECURRENTE en tiempo y forma en el plazo legal previsto para ello, 
respecto de la solicitud de información señalada. 
 
En el caso que se analiza, se está de modo evidente ante una falta de respuesta que no amerita mayor 

comprobación más que revisar EL SICOSIEM en el cual no consta la respuesta respectiva. 

 
En ese sentido, debe ajustarse tal falta de respuesta en beneficio del acceso a la información por virtud 
del silencio administrativo en el que cayó EL SUJETO OBLIGADO. 
 
Debe señalarse que en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México 
y Municipios se prevé de alguna manera la figura de la negativa ficta ante la falta de respuesta: 
 

Artículo 48. (…) 

Cuando el Sujeto Obligado no entregue la respuesta a la solicitud dentro del plazo previsto en la Ley, la 

solicitud se entenderá negada y el solicitante podrá interponer recurso de revisión previsto en este 

ordenamiento. 

(…). 

 
A pesar de tal negativa ficta, debe considerarse el acceso a la información a favor de EL 
RECURRENTE por las siguientes razones: 

 

 De acuerdo al artículo 60, fracción I de la Ley de la materia, este Instituto tiene la atribución de 
interpretar en el orden administrativo dicho cuerpo legal. 

 En razón de ello, debe interpretar a favor de la máxima publicidad y bajo un sentido garantista 
en beneficio del derecho de acceso a la información. 

 Aunado a ello, la información solicitada que es del ámbito de competencia de este Órgano 
Garante cae en los supuestos del mayor nivel de publicidad: la Información Pública de Oficio. 

 
Por otro lado, corresponde a este pleno determinar si tal silencio administrativo es posible 
considerarlo como una causal de procedencia del recurso de revisión que debe resolver este Órgano 
Garante. 

 
El artículo 71 de la Ley de la materia señala las siguientes causales de procedencia: 
 

Artículo 71. Los particulares podrán interponer recurso de revisión cuando: 

I. Se les niegue la información solicitada; 

II. Se les entregue la información incompleta o no corresponda a la solicitada; 
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III. Se les niegue el acceso, modificar, corregir o resguardar la confidencialidad de los datos personales; y 

IV. Se considere que la respuesta es desfavorable a su solicitud. 

 

De tales causales, por exclusión inmediata no resultan aplicables al caso las fracciones II y III. Esto es, la 
falta de respuesta no puede equipararse a una entrega de información incompleta o a una falta de 
correspondencia entre lo solicitado y lo dado, toda vez que este supuesto presupone de modo 
necesario que sí hubo respuesta, incluso entrega de información. Y el presente caso simplemente se 
reduce a una falta de respuesta que ni siquiera determina el sentido de la misma, y mucho menos la 
entrega de la información aunque sea incompleta o incongruente con la solicitud. 

 
Tampoco resulta el caso de la negativa de acceso, corrección, modificación o resguardo de la 
confidencialidad de datos personales, por el simple hecho de que no se trata de la misma materia que la 
de la solicitud. Pues tras el análisis de todos y cada uno de los puntos que la contienen se ha 

determinado que se trata de información pública. Por lo que no se involucran datos personales de por 
medio en la solicitud. 

 
Luego entonces, restan dos causales. La de la fracción IV correspondiente a una respuesta desfavorable. 

La hipótesis normativa considera como presupuesto cuando menos una respuesta, más allá de lo 
favorable o no para el solicitante. Por lo tanto, tampoco aplica tal causal por no acreditarse los 
elementos constitutivos de la causal. 
 
Por lo tanto, resta la fracción I equivalente a la negativa de acceso. En ese sentido, las negativas de 
acceso a la información desde un punto de vista jurídico sólo corresponden por mandato constitucional 
y legal a la clasificación de la información por reserva o por confidencialidad. Pero también existen 
circunstancias fácticas que hacen materialmente imposible otorgar la información y, por lo tanto, 

negarla: como es el caso de la declaratoria de inexistencia. 
 

En vista al presente caso, una falta de respuesta implica necesariamente que de modo fáctico se ha 
negado la información por razones desconocidas, pero que el hecho simple de no responder apareja 
una forma por omisión de negar el acceso a la información. 
 

Por lo tanto, se estima que es procedente la causal del recurso de revisión prevista en la fracción I del 
artículo 71 de la Ley de la materia. Si a ello se le suma lo previsto en el párrafo tercero del artículo 48 

de la Ley de la materia ya descrito con anterioridad. 
 
 

NOVENO.- Se EXHORTA a EL SUJETO OBLIGADO para que en posteriores ocasiones de 

cabal cumplimiento a los procedimientos y términos establecidos en la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de México y Municipios, respecto a la tramitación de de las 
solicitudes de información que se le formulen, así como de dar cumplimiento a su obligación de poner a 

disposición del público en su portal la información mínima a que se refieren los artículos 7, 12 y 15 de 
la Ley de la materia,  apercibido que de no hacerlo  se podrá proceder en los términos del Titulo 
Séptimo de la citada LEY, relativo a Responsabilidades y Sanciones. 
 

En efecto, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios, establece una serie de disposiciones que buscan garantizar un ejercicio expedito del 
derecho de acceso a la información, así como poner en manos de los sujetos obligados, herramientas 
útiles para que puedan procesar y gestionar en forma rápida y adecuada, las solicitudes de acceso a la 

información. De ahí que los principios y criterios bajo los cuales se rige el ejercicio del derecho de 
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acceso a la información sean el de publicidad, gratuidad, orientación, expedites, sencillez, oportunidad y 
gratuidad.  

 
Lo mencionado en el párrafo anterior, se destaca, en virtud de que es consideración de este Instituto, 
que dicho esquema no fue observado por EL SUJETO OBLIGADO, y consecuentemente, se generó 
un perjuicio y un retrasó en el cumplimiento al derecho de acceso a la información de EL 
RECURRENTE, por lo que resulta oportuno la exhortación que se fórmula a EL SUJETO 
OBLIGADO. 
 
Es así, que con fundamento en lo prescrito por los artículos 5 párrafo décimo segundo, fracción IV de 

la Constitución Política del estado Libre y Soberano de México, así como artículos 1, 7 fracción IV, 56, 
60 fracción VII, 74 y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
México y Municipios, este Pleno. 

 
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO.- Resulta procedente el recurso de revisión interpuesto por EL RECURRENTE, 

por los motivos y fundamentos señalados en los considerandos Sexto, Séptimo y Octavo de esta 
resolución. 
 

SEGUNDO.- Con fundamento en el artículo 48 y 60, fracción XXIV y 85 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se ordena a EL 
SUJETO OBLIGADO entregue a EL RECURRENTE vía copia certificada sin costo y en su 

VERSIÓN PÚBLICA, los currícula vitae de: 

 

 Directores 

 Secretario de Gobierno y 

 Contralor Interno 

 
Y para el caso de que obre en sus archivos, también deberá entregar en su versión pública el 
currículum vitae correspondiente a: 

 

 El Presidente Municipal 
 
Lo anterior sin demérito de que deberá entregar también la información VIA EL SICOSIEM, para 
garantizar el cumplimiento de la presente resolución. 
 
Se instruye a EL SUJETO OBLIGADO para que indique a EL RECURRENTE respecto del 

domicilio de las instalaciones y el horario donde deberá recoger los documentos materia de su solicitud. 

 

TERCERO.- Se ordena al SUJETO OBLIGADO rinda un informe a este Instituto en el que 

exprese las razones por las que no entregó la respuesta correspondiente dentro del plazo fijado por la 
Ley, a efecto de turnar el expediente a la Dirección de Verificación y Vigilancia de este Órgano 
Garante, para el desahogo de los procedimientos previstos en  el Título VII de la Ley antes citada. 
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CUARTO.- Se le exhorta a EL SUJETO OBLIGADO para que dé respuesta a las solicitudes de 

información conforme al artículo 46 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de México y Municipios. 
 

QUINTO.- Notifíquese a EL RECURRENTE, y remítase a la Unidad de Información de EL 

SUJETO OBLIGADO, vía EL SICOSIEM, quien deberá cumplirla dentro del plazo de quince (15) 
días hábiles, lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 
 

SEXTO.- Hágase del conocimiento de EL RECURRENTE que en caso de considerar que la 

presente resolución le pare perjuicio, podrá impugnarla por la vía del Juicio de Amparo, en los 
términos de las disposiciones legales aplicables. 

 

SÉPTIMO.- Asimismo, se pone a disposición de EL RECURRENTE, el correo electrónico 

vigilancia.cumplimiento@itaipem.org.mx, para que a través del mismo notifique a este Instituto en caso 
de que EL SUJETO OBLIGADO no dé cumplimiento a la presente resolución. 
 

ASÍ LO RESUELVE POR UNANIMIDAD DE VOTOS DE LOS PRESENTES EL PLENO 

DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, EN SESIÓN ORDINARIA DE TRABAJO DE 

FECHA TRECE (13) DE ENERO DE DOS MIL DIEZ (2010).- CON EL VOTO A FAVOR DE 

MIROSLAVA CARRILLO MARTÍNEZ, COMISIONADA, FEDERICO GUZMÁN TAMAYO, 

COMISIONADO, ROSENDOEVGUENI MONTERREY CHEPOV, COMISIONADO Y 

SERGIO ARTURO VALLS ESPONDA, COMISIONADO, SIENDO PONENTE EL 

SEGUNDO DE LOS MENCIONADOS; ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO IOVJAYI 

GARRIDO CANABAL PÉREZ.- FIRMAS AL CALCE DE LA ÚLTIMA HOJA Y RÚBRICAS 

EN LAS HOJAS ANTERIORES. 

 
EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 
 
 
 
 
 

 
 
 

MIROSLAVA CARRILLO MARTÍNEZ 

COMISIONADA 

FEDERICO GUZMÁN TAMAYO 

COMISIONADO 

 

 
 

mailto:vigilancia.cumplimiento@itaipem.org.mx
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ROSENDOEVGUENI MONTERREY 
CHEPOV 

COMISIONADO 

SERGIO ARTURO VALLS ESPONDA 
COMISIONADO 

 
 

 
 
 
 
 

 
 

 
IOVJAYI GARRIDO CANABAL PÉREZ 

SECRETARIO TÉCNICO 
 
 

ESTA HOJA CORRESPONDE A LA RESOLUCIÓN DE FECHA (13) TRECE DE ENERO DE 

DOS MIL DIEZ (2010), EMITIDA EN EL RECURSO DE REVISIÓN 

02340/ITAIPEM/IP/RR/A/2009. 


